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Worldwide, as well as in Spain, the use of illegal drugs is among the 

major contributors to the global burden of disease. Quantifying the 

costs that illegal drugs impose on society is key in terms of decision-

making. The objective of this paper is to estimate the social cost 

of illicit drug consumption in Catalonia for a specific year, and to 

establish a methodology to be able to replicate such estimations 

regularly and monitor properly the impact of national plans. To 

do that, a cost of illness study was performed. For the estimation of 

mortality and morbidity costs, we relied on the Attributable Fraction 

approach. Only public sector costs were included: healthcare and non-

healthcare costs. The cost of illegal drug consumption in Catalonia in 

2011 was estimated at €326.39 million (0.16% of the Catalan GDP in 

2011; 0.15% in 2018). Of the total cost, 82% corresponded to direct 

costs. Among direct costs, 30.32% corresponded to the penal system, 

15.99% to hospitalizations, 13.48% to the police force, 17.19% to 

pharmacy, 8.34% to treatment in specialized centres, and 5.74% to 

therapeutic communities, among others. Indirect costs represented 

18% of total costs, mostly lost income due to drug-related death. This 

study has been an opportunity to systematically collect data and think 

about the potential economic returns that could be achieved from 

effective policies and programs aimed at reducing the consumption 

of illegal drugs.

Key Words: Illegal drugs; cost of illness; social cost; policy; national 

plans.

Mundialmente, así como en España, el consumo de drogas ilegales es 

uno los principales contribuyentes a la carga mundial de morbilidad. 

Cuantificar los costes que las drogas ilegales imponen a la sociedad es 

clave para la toma de decisiones. El objetivo de este trabajo es estimar 

el coste social del consumo de drogas ilegales en Cataluña para un año 

específico y establecer una metodología para poder replicar dichas es-

timaciones regularmente y monitorear el impacto de los planes nacio-

nales. Se ha realizado un estudio de coste de la enfermedad. Para la 

estimación de los costes de mortalidad y morbilidad se ha utilizado el 

enfoque de la fracción atribuible. Solo se incluyeron los costes del sec-

tor público, sanitarios y no sanitarios. El coste del consumo de drogas 

ilegales en Cataluña en 2011 se estimó en 326,39 millones de € (0,16% 

del PIB catalán en 2011; 0,15% en 2018). El 82% del coste total corres-

pondió a costes directos; de estos, el 30,32% correspondió al sistema 

penal, 15,99% a hospitalizaciones, 13,48% a la policía, 17,19% a far-

macia, 8,34% a tratamiento en centros especializados y 5,74% a comu-

nidades terapéuticas, entre otros. Los costes indirectos representaron 

el 18% de los costes totales, principalmente pérdidas de productividad 

debidas a muertes por el consumo de drogas. Este estudio ha sido una 

oportunidad para recopilar datos de forma sistemática y pensar en los 

posibles rendimientos económicos que podrían obtenerse de políticas y 

programas efectivos destinados a reducir el consumo de drogas ilegales.

Palabas clave: Drogas ilegales; coste de la enfermedad; costes sociales; 

política; planes nacionales.
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E l consumo de drogas ilegales a nivel mundial 
es uno los principales factores que contribu-
yen  a la carga mundial de morbilidad. En el 
año 2015 contribuyeron con la perdida de 111 

millones de años de vida ajustados en función de la disca-
pacidad (AVAD). La exposición de riesgo a las drogas a 
nivel mundial para ambos sexos ha aumentado de manera 
significativa en los últimos 25 años. Como quinto factor de 
riesgo para los hombres, los trastornos por uso de sustan-
cias se asociaron con el 6,6% de la carga de morbilidad; 
para mujeres, fueron el duodécimo factor de riesgo, con 
el 2% (IHME, 2016).

La prevalencia anual global estimada del consumo de 
drogas ilegales fue más elevada para cannabis (3,8% de 
los adultos con edades entre 15–64 años), seguido de an-
fetaminas (0,77%), opioides (incluso opioides recetados 
y opiáceos; 0,37%) y cocaína (0,35%) (UNODC, 2017). 
También se estimó que el 0,25% de la población adulta 
con edades entre 15–64 años informó haberse inyectado 
drogas en el 2015, equivalente a 11,8 millones de perso-
nas. La dependencia de cannabis y opioides fueron la de-
pendencia de sustancias ilegales más comunes, con 19,8 y 
16,8 millones de casos, respectivamente. La dependencia 
de anfetaminas y cocaína tuvieron menor prevalencia, con 
6.6 millones y 3,9 millones de casos, respectivamente (Pea-
cock et al., 2018). Mundialmente, las tasas de mortalidad 
estandarizadas por edad fueron 6,9 muertes por 100 000 
personas en 2015 para sustancias ilegales (Peacock et al., 
2018). La carga atribuible a las drogas ilegales se concen-
tró en trastornos por uso de sustancias (16,9 millones), de 
los cuales 12,9 fueron atribuibles a los trastornos por uso 
de opioides, cirrosis (4,7 millones), infección por VIH (3 
millones) y cáncer hepático (1,8 millones) (IHME, 2016). 
Los daños que causan las drogas ilegales a los demás –como 
familias, comunidades y la sociedad en general– también 
son muchos y amplios, desde la violencia hasta las pérdidas 
de producción (Nutt, King y Phillips, 2010).

En España, junto con el uso de alcohol, el uso de drogas 
ilegales ocupa la sexta posición entre los factores de riesgo 
en relación a la carga de morbilidad (los AVAD) (IHME, 
2016). España está entre los países con el consumo más 
elevado de drogas ilegales (European Monitoring Centre 
for Drugs and Drug Addiction, 2016). Hasta el 2% de los 
españoles reporta el uso diario de cannabis, y el 7% el uso 
diario de sedantes (Observatorio Español de la Droga y las 
Toxicomanías, 2016). El policonsumo de drogas es habi-
tual en el 95% de las ocasiones junto con el alcohol y en 
el 60% junto con el cannabis, donde la vía más frecuente 
es «tabaco-uso diario de tabaco-cannabis-cocaína» (Sán-
chez-Niubò, 2020). Cataluña es la región española en parti-
cular con la prevalencia más elevada (hasta 50%) de Hepa-
titis C, en relación al uso intravenoso de drogas (Saludes et 
al., 2019). España también es uno de los principales países 
de Europa en cuanto a drogas decomisadas, especialmente 

cannabis y heroína (Observatorio Europeo de las Drogas y 
las Toxicomanías, 2016).

En la actualidad coexisten en Europa varios tipos de go-
vernanza en el ámbito de las addicciones. Algunos países 
introducen estrategias innovadoras para disminuir los efec-
tos negativos; otros aún dependen de enfoques más tradi-
cionales (Anderson et al., 2017). Independientemente del 
enfoque gubernamental, cuantificar la prevalencia de uso 
y las cargas de morbilidad y mortalidad asociadas a nivel de 
país, y acompañar esto de un análisis de los costes directos 
e indirectos que las drogas ilegales suponen para la socie-
dad, es clave y debe informar la planificación de políticas 
y la evaluación de la provisión de servicios (Degenhardt y 
Hall, 2012).

Sin embargo, para realizar estos estudios, los datos dis-
ponibles sobre el gasto público en los costes sociales del 
abuso de las drogas ilegales en Europa todavía son esca-
sos y heterogéneos, tanto a nivel local como nacional. Va-
rios estudios sugieren que estos costes son elevados, pero 
aún hay mucha controversia y una falta de consenso sobre 
cómo calcular los costes de este fenómeno complejo (Ba-
rrio, Reynolds y García-Altés, 2017). Una revisión reciente 
realizada en el contexto del proyecto LEADER ha gene-
rado una propuesta de dos marcos (mínimo e ideal) para 
guiar la estimación de los costes sociales en investigaciones 
futuras (Vella, García-Altés, Segura García, Ibáñez Martí-
nez y Colom Farran, 2018), junto con un documento guía 
sobre los métodos para calcular la estimación (LEADER, 
2017). Contar con un enfoque estándar de cálculo en el 
ámbito social también puede facilitar en análisis del impac-
to económico de implementar las estrategias nacionales 
sobre drogas, como hizo recientemente Portugal, donde 
los costes sociales de uso de drogas disminuyó 18 % en el 
período de once años tras la aprobación de la estrategia 
portuguesa para la lucha contras las drogas (Gonçalves, 
Lourenço y Nogueira da Silva, 2015).

El gasto relacionado con el uso de drogas entre los 18 
países que han publicado sus estimaciones en los últimos 
10 años se calcula entre 0,01-0,5% del PIB, representando 
las intervenciones relacionadas con la salud y con diferen-
cias importantes entre los países (Observatorio Europeo 
de las Drogas y las Toxicomanías, 2016).

En España, se han implementado esfuerzos significati-
vos en décadas recientes para contrarrestar los efectos del 
consumo de drogas a nivel individual y social en general. 
En este sentido, se han implementado, coordinado y he-
cho un seguimiento de diferentes planes a nivel nacional 
y regional. Los esfuerzos incluyeron intentos para estimar 
el coste social del abuso de drogas ilegales (García-Altés, 
Ollé, Antoñanzas y Colom, 2002; Rivera, Casal y Currais, 
2017). Los autores estimaron que en 1997 el coste míni-
mo del consumo de drogas ilegales en España alcanzó el 
0,07% del PIB, mientras que para Galicia representó el 
0,12% del PIB en 2008 (Portella et al., 2003).
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Como parte de un esfuerzo por mejorar las herramien-
tas de planificación en el contexto de la evaluación del 
plan catalán sobre drogas, este estudio tiene como objetivo 
estimar el coste social del uso de drogas ilegales en Cata-
luña en 2011.

Métodos
El sistema de salud de Catalunya (una región de Espa-

ña) está organizada como un sistema nacional de salud fi-
nanciado con impuestos. Todos los residentes (7.348.275 
en 2017) tienen derecho legal a la atención sanitaria uni-
versal. El gasto público para la atención sanitaria represen-
ta el 5,4% del PIB catalán.

Realizamos un estudio de costes de la enfermedad 
(COI), que ha sido ampliamente implementado para cal-
cular los costes sociales del abuso de sustancias (García-Al-
tés et al., 2002; Godgrey, Eaton, McDougall y Culyer, 2002; 
Kopp, 2001; Rehm et al., 2006; Rivera et al., 2017). Como 
con cualquier estudio de costes de la enfermedad, la con-
trapartida es que los costes se calculan en comparación 
con una alternativa hipotética de ausencia de la condición 
de interés, en nuestro caso la no existencia del uso de dro-
gas ilegales.

Para la estimación de los costes de mortalidad y morbi-
lidad se ha utilizado el enfoque de la fracción atribuible 
(FA) (Rehm et al., 2006). La FA estima la proporción de 
la enfermedad entre los expuestos a un factor de riesgo 
específico, en nuestro caso el uso de drogas ilegales. Las FA 
se calculan según la siguiente fórmula (Rehm et al., 2006):

Donde:

–	 i es la categoría de exposición. La línea basal (la no ex-
posición) es i = 0;

–	 RR(i) indica el riesgo relativo al nivel de exposición i 
comparado con el no consumo de drogas.

–	 P(i) indica la prevalencia de la categoría de exposición 
a la enésima potencia de i.

Incluimos los costes directos e indirectos de la salud 
pública y excluimos los costes privados y los intangibles 
(Kopp, 2001). La matriz adoptada para el coste de refe-
rencia es comparable con dos de los estudios más recien-
tes realizados en países europeos (Gonçalves et al., 2015; 
Rivera et al., 2017). Estas contribuciones son coherentes 
con las referencias clásicas (Kopp, 2001; Single et al., 2003) 
en cuanto a la definición de los costes sociales y la cate-
gorización de los ítems. La Tabla 1 muestra las categorías 
estimadas.

Todos los datos públicamente disponibles se obtuvieron 
de entidades de los sistemas catalanes de salud pública y jus-
ticia. Identificamos en el artículo la fuente de cada dato al 
presentarlo, además del supuesto adoptado para calcularlo.

Costes directos relacionados con la salud
Los costes de los tratamientos se desglosaron de la siguien-

te manera: farmacia, incluso todos los costes de medicamen-
tos recetados para tratar las consecuencias del uso de drogas 
ilegales, visitas a centros de atención primaria, tratamiento 
en centros especializados y tratamiento de adicciones en 
centros penitenciarios (Gerencia de Atención Farmacéuti-
ca y Prestaciones Complementarias). Identificamos cinco 
medicamentos disponibles con receta como relevantes en el 
tratamiento de usuarios de drogas ilegales: metadona (8.055 
personas en terapia de sustitución de opiáceos), buprenor-
fina (4.189 personas), naltrexona (2.263 personas), benzo-
diazepinas, y terapia antirretroviral para VIH (4.484 perso-
nas). Los primeros tres se consideraron 100% dedicados al 
tratamiento de usuarios de drogas ilegales. Para las benzo-
diazepinas, solo el 1% para hombres y 0,5% para mujeres 
fue atribuible al tratamiento de usuarios de drogas. Esto se 
aplicó a la población de usuarios con edades entre 18-65 
años para excluir los casos de consumo no relacionado con 
drogas ilegales. Para estimar el coste del tratamiento antirre-
troviral para VIH, identificamos el coste total de 2011 para 
estos medicamentos en Cataluña, sumando a 152.092.275€. 
Aplicamos a este presupuesto la FA correspondiente (Rehm 

Tabla 1. Matriz de costes.

Tipo de coste Coste directo Coste indirecto

Relacionados con la salud Costes de tratamientos Pérdida de ingresos debido a fallecimiento a causa del uso 
de drogas

Hospitalización Pérdida de productividad debido a tratamiento y/o 
hospitalización

Investigación y prevención

Programas de apoyo contra la adicción

No relacionados con la salud Justicia

Policía

Sistema penal
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et al., 2006) (21%) para obtener la parte del presupuesto 
aplicable al tratamiento de personas usuarias de drogas ile-
gales (32.851.931,40€). Aunque se calcula que entre el 60-
80% de los usuarios de drogas están infectados con hepatitis 
C, excluimos los costes de los antirretrovirales porque en 
2011 muy pocas personas con adicción fueron tratadas de-
bido a los efectos adversos y baja efectividad del tratamiento 
con interferones y ribavirina.

Identificamos las visitas a centros de atención primaria 
relacionadas con el uso de drogas ilegales según el Con-
junto Mínimo Básico de Datos (Servicio Catalán de Salud) 
y los códigos de la CIE (versión 10) de adicción a cocaína 
y opioides. Así, fue posible identificar el número de visitas 
a médicos, enfermeras y servicios sociales y aplicar el coste 
de cada tipo de visita (Vela, Clèries, Vella, Adroher y Gar-
cía-Altés, 2019).

Para calcular los costes de los tratamientos en centros 
especializados, aplicamos la proporción de pacientes que 
acudió a estas consultas por adicción a drogas (49,4% del 
total) al presupuesto total invertido en esos servicios (Cat-
Salut, 2012) (20.510.803,39€). Después añadimos los cos-
tes de las unidades de desintoxicación (1.746.359,13€).

Estimamos el coste de los tratamientos para adicción 
a drogas ilegales según los datos aportados por el Depar-
tamento de Salud de Cataluña y otras organizaciones no 
gubernamentales. El coste de tratar a 3980 presos con adic-
ción en las prisiones catalanas sumó a 5.062.116,66€.

Repartimos los costes de hospitalización en las siguien-
tes subcategorías: costes de morbilidad para tratamientos 
de pacientes ingresados; costes de emergencias y costes de 
servicios de ambulancia.	

Los registros de pacientes hospitalizados por consumo 
de drogas ilegales se obtuvieron de la base de datos de altas 
hospitalarias (Registro de Actividad de Atención Especiali-
zada. RAE-CMBD). Multiplicamos cada coste relacionado 
con el GRD por su FA correspondiente (Rehm et al., 2006).

La base calcular «emergencias» fue los datos de visitas a 
los servicios de urgencias aportados por tres hospitales en 
Barcelona. Calculamos el número promedio de visitas a ur-
gencias de estos hospitales, considerando su población de 
referencia total. Entonces aplicamos el resultado de este 
cálculo a la población total de Cataluña en 2011. Calcula-
mos el coste unitario para las visitas a urgencias como la 
media ponderada entre la tarifa de reembolso de dos ca-
tegorías de hospitales, general y especializado, utilizando 
como pesos las frecuencias relativas de uso en 2011.

Obtuvimos del Sistema de Emergencias Médicas de Ca-
taluña el número de servicios de ambulancias específicos 
para emergencias relacionadas con el uso de drogas ile-
gales, y aplicamos un coste unitario a través de una media 
ponderada del precio del servicio básico y una ambulancia 
de soporte vital avanzado (Orden de 17/11/2014, 2014).

Calculamos los gastos de investigación relacionados con 
el consumo de drogas ilegales como la suma del total de los 

fondos de las tres convocatorias principales para estudios 
en este ámbito: el Plan Nacional sobre Drogas (2011), la 
Red de Trastornos Adictivos (RETOX) y la Agencia de Ges-
tión de Ayudas Universitarias y de Investigación (AGAUR).

El cálculo de los gastos en prevención tuvo en cuenta el 
presupuesto del Departamento de Salud de Cataluña ade-
más de además de los fondos específicos adjudicados por 
el Plan Nacional sobre Drogas del Gobierno de España. 
Incluimos solo aquellos fondos destinados específicamente 
para Cataluña y su población o la parte de los programas 
nacionales centrados en Cataluña.

Respecto de los costes de rehabilitación e inclusión so-
cial, incluimos los costes asociados al número de personas 
beneficiarias de servicios de comunidades terapéuticas y 
de rehabilitación (Departamento de Salud de Cataluña y 
Departamento de Bienestar Social y Familia de Cataluña). 
También incluimos el coste del teléfono de información 
sobre drogodependencias «Línea Verda» según el informe 
proporcionado por el servicio mismo.

Costes directos no relacionados con la salud
Para los costes de justicia, obtuvimos el número de 

procedimientos judiciales relacionados con el tráfico de 
drogas en Cataluña para 2011 (Observatorio Español de 
la Droga y las Toxicomanías, 2013) y aplicamos un coste 
estimado de 415€ por procedimiento (Rivera et al., 2017).

El cuerpo policial autonómico de Cataluña proporcio-
nó los datos sobre costes policiales de los controles de con-
ducción bajo la influencia de drogas, policía científica y 
seguridad pública; el Plan Nacional sobre Drogas aportó 
datos sobre el control del tráfico de drogas, y la Dirección 
General de Tráfico sobre pruebas policiales de uso de dro-
gas entre conductores de vehículos implicados, o no, en 
accidentes de tráfico.

Aplicamos un coste medio de 20.340€ para el sistema 
penal, correspondiente al coste de manutención de los 
3980 personas recluidas (Rivera et al., 2017) con adicción 
en los centros penitenciarios catalanes.

Costes indirectos relacionados con la salud
Para el cálculo de las pérdidas en productividad, aplica-

mos la FA para estimar los costes generados por las muertes 
relacionadas con el consumo de drogas ilegales (Rehm et 
al., 2006). Identificamos los ingresos anuales potenciales 
según el salario promedio anual per cápita para 2011 en 
Cataluña (presuntamente igual para hombres y mujeres) 
(Idescat, 2017). Actualizamos el ingreso anual futuro utili-
zando un enfoque típico de valor presente neto, utilizando 
una tasa de descuento del 3%. La fórmula utilizada para 
calcular la pérdida de ingresos (lost income) fue:
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Donde  es el número de muertes relacionadas con 
drogas ilegales; representa el salario promedio anual; es 
la diferencia en años entre la edad de jubilación (65 años 
para hombres y mujeres) y la edad en el momento de la 
muerte. En otras palabras, la pérdida de ingresos es el valor 
actualizado del salario no cobrado a causa del fallecimien-
to. Agrupamos a los individuos en grupos por edad para 
calcular los fallecimientos. Esto era coherente con las con-
tribuciones principales en la literatura (Rehm et al., 2006). 
Solo tuvimos en cuenta a las personas aún en edad laboral, 
por lo que excluimos los fallecimientos en los grupos de 
70-79 años y >80+ años.

Estimamos las pérdidas de ingresos con un enfoque ba-
sado en el método de valor añadido bruto (VAB) neto de 
salarios (Gonçalves et al., 2015). Aplicamos el VAB diario 
(Idescat, 2018) al número de días de hospitalización aso-
ciado a los datos de morbilidad utilizados para estimar los 
costes de hospitalización (véase las secciones anteriores). 
Respecto de las pérdidas de productividad, aplicamos la FA 
a los datos de días de hospitalización. La estimación del 
VAB diario fue 95,93€.

Resultados
Como muestra la Tabla 2, el coste del consumo de dro-

gas ilegales en Cataluña para 2011 se estimó en 326,39€ 
millones. El 82% del coste total correspondió a costes di-

rectos, distribuidos de manera muy equitativa entre gastos 
relacionados y no relacionados con la salud. De los costes 
directos, 44,37% correspondió a los costes no relacionados 
con la salud (justicia, policía y sistema penal), 15,99% a 
hospitalizaciones, 17,19% a farmacia, 8,34% a tratamiento 
en centros especializados, y 5,74% a comunidades terapéu-
ticas y otros programas asistenciales, entre otros. Los cos-
tes indirectos representaron el 18% de los costes totales, la 
mayoría por pérdida de ingresos debido a fallecimiento a 
causa del uso de drogas (Figura 1).

Costes directos relacionados con la salud
Los costes farmacéuticos se estimaron en 45.886.505,83€. 

De estos, la mayor parte fue por los tratamientos del VIH 
(71,59%). Los tratamientos en centros especializados, 
incluídas unidades de desintoxicación y centros de trata-
miento de drogodependencias para pacientes ambulato-
rios, suman a 22.257.162,52€; visitas a centros de atención 
primaria, 3.515.452€ y tratamiento en instituciones peni-
tenciarias, 5.062.116,66€ (Tabla I, anexo en línea).

Identificamos un total de 8.385 casos de hospitalización 
relacionados con el uso de drogas ilegales, lo que repre-
sentó 42.696.460,35€ en costes hospitalarios. Los pacien-
tes masculinos generaron el 86,56% de los costes totales, 
de los cuales VIH y hepatitis C representaron 16% y 24%, 
respectivamente. Las enfermedades que generaron un uso 
más elevado de los recursos para mujeres fueron complica-

Figura 1. Distribución de costes directos e indirectos. Cataluña, 2011.
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ciones durante el parto y hepatitis C, 37% y 25%, respecti-
vamente. La contribución de cada enfermedad figura en la 
Tabla II, anexo en línea.

Las visitas a urgencias representaron 5.352.194,97€, ge-
nerado de 31 858 visitas asociadas al uso de drogas ilegales. 
El total de casos de servicios de ambulancia se estimó en 
12 283 (hombres: 54%; mujeres: 44%; sexo no informado: 
2%), con un coste total de 5.968.429,79€.

La investigación representó el 0,36% de los costes direc-
tos. La contribución de cada centro de investigación figura 
en la Tabla III, anexo en línea.

Los costes de prevención alcanzaron los 1.952.888,55€. 
Los programas de apoyo contra la adicción, de rehabilita-
ción y de inclusión social sumaron a 15.332.085,96€. El cos-
te del teléfono de información sobre drogodependencias 
fue de 45 399.84€.

Costes directos no relacionados con la salud
En 2011, se identificaron 3.980 juicios en relación a 

las drogas ilegales, representando un coste de 1.509.355€ 
(0,56% de los costes directos).

Los cuerpos de seguridad están implicado en la lucha 
contra el consumo y el tráfico de las drogas ilegales. Las 
actividades más relevantes se reflejan en la Tabla IV anexo 
en línea, que estima la contribución de cada componente 
y suma a un total de 35.977.463,81€, entre los cuales las 
actividades de control de tráfico de drogas y el Centro de 
Inteligencia Contra el Crimen Organizado (CICO) repre-
sentaron el 41,64% del mismo. Un total de 3980 presos es-
taban encarcelados por delitos relacionados con las drogas 
ilegales, lo que generó un total de 80.953.200€ (30,32% de 
los costes directos).

Costes indirectos relacionados con la salud
Hubo un total de 151,85 muertes asociadas con las dro-

gas ilegales en 2011, lo que representó una pérdida de 
ingresos futuros de 57.405.516,65€ (94,45% de los costes 
indirectos) (Table V anexo en línea). Los hombres repre-
sentaron el 71,20% del total. El VIH fue la enfermedad que 
provocó el mayor número de fallecimientos (especificado 
como B20-B24 en la tabla), seguido de suicidio (X60-X84, 
Y87.0). 

Tabla 2. Coste de consumo de drogas ilegales por tipo de coste. Cataluña, 2011.

Tipo de coste Ítem Cuantía

Costes directos

Relacionados con la salud Costes de tratamientos Farmacia 45.886.505,83€

Tratamiento en centros especializados 22.257.162,52€

Visitas a centros de atención primaria 3.515.452,00€

Tratamiento en instituciones penitenciarias 5.062.116,66€

Hospitalización Morbilidad 42.696.460,35€

Urgencias 5.352.194,97€

Ambulancias 5.968.429,79€

Investigación y prevención Investigación 436.568,75v

Prevención 1.952.888,55€

Programas de apoyo contra la adicción Teléfono de información sobre 
drogodependencias

45.399,84€

Comunidades terapéuticas y otros programas de 
rehabilitación e inclusión social similares

15.332.085,96€

No relacionados con la salud Justicia   1.509.355,00€

Policía   35.977.463,81€

Sistema penal   80.953.200,00€

Costes indirectos

Relacionados con la salud Pérdida de ingresos debido a fallecimiento a 
causa del uso de drogas

  57.405.516,65€

Pérdida de productividad debido a 
tratamiento y/o hospitalización

  2.039.622,66€

Total costes directos
 

Relacionados con la salud   148.505.265,22€

No relacionados con la salud   118.440.018,81€

Total 266.945.284,03€

Total costes indirectos     59.445.139,30€

Total costes sociales     326.390.423,33€
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Respecto de las pérdidas de productividad, el total de 
21 274.11 días laborales perdidos generó un total de costes 
de 2 039 622.66€ (Table VI anexo en línea).

Discusión
Este estudió calculó que el coste social mínimo del con-

sumo de drogas ilegales en Cataluña en 2011 fue 326,39 
millones de € (349,56 millones de € en 2018). Para poner 
dichas cifras en contexto, el coste social del consumo de 
drogas ilegales representó el 0,16% del PIB catalán en 
2011 (0,15% en 2018). Además, esta cifra ha de compa-
rarse con la inversión de 1,27 millones de € en programas 
de prevención el mismo año. Estimaciones anteriores para 
España: 1,436 billones de euros en 2012 (0,14% del PIB de 
España) (Rivera et al., 2017) y 88,8 billones de pesetas en 
1997 (aproximadamente 836,30 millones de € en la actua-
lidad) (García-Altés et al., 2002).

Adoptamos el marco del COI, ampliamente implemen-
tado para calcular los costes sociales del abuso de sustan-
cias (Godgrey et al., 2002; Kopp, 2001; Rehm et al., 2006), 
también para los ejemplos de España (García-Altés et al., 
2002; Rivera et al., 2017). Las ventajas y las desventajas del 
COI se han analizado en profundidad tanto desde una 
perspectiva general como en relación a nuestro campo de 
interés (Collins y Lapsley, 2002; Single et al., 2003). Esto 
ha fomentado el desarrollo de una variedad de enfoques 
alternativos y soluciones específicas a los límites del COI 
cuando se aplica al caso de las drogas ilegales (Portella 
et al., 2003; Rehm et al., 2006; Single et al., 2003). Ade-
más, también se han sugerido métodos alternativos para 
calcular los costes indirectos (Koopmanschap, Rutten, van 
Ineveld y van Roijen, 1995). El marco adoptado por este 
estudio depende del COI y también tiene en cuenta mejo-
ras posteriores (Gonçalves et al., 2015; Kopp, 2001; Rehm 
et al., 2006).

No obstante, las estimaciones generadas en este estudio 
son más altas que las de otros. Nuestra hipótesis es que la 
estimación más alta se debe 1) al enfoque innovador utili-
zado y el esfuerzo por incluir la mayor parte posible de los 
datos disponibles a nivel local; 2) la inclusión de la mayor 
parte de las categorías de Rehm et al. (2006) en el marco, 
incluso las que tienen mayor impacto en los costes sociales, 
como pérdidas de productividad; 3) la inclusión de todas 
las categorías de enfermedad en el análisis de los costes de 
mortalidad y morbilidad.

Uno de los problemas principales al estimar el coste so-
cial del uso de drogas durante un período específico es la 
definición del análisis contrafactual. La opción más común 
en la literatura es suponer que la ausencia de uso de sus-
tancias en el pasado, presente y futuro como contrafactual 
(Gonçalves et al., 2015; Kopp, 2001; Rivera et al., 2017). 
Aunque adoptado con frecuencia, este enfoque ha sido ob-
jeto de críticas (Collins et al., 2002; Single et al., 2003). Los 

críticos defienden considerar solo parte de los costes tota-
les en la estimación, i.e., la que es susceptible de las políti-
cas públicas; se definen como costes evitables. En su lugar, 
los costes totales incluyen gastos que no pueden ser afecta-
dos por las políticas actuales; por ejemplo, los relacionados 
con el uso de sustancias en el pasado o los generados por 
casos de uso de sustancias en el pasado que continuará en 
el futuro (Collins et al., 2002; Single et al., 2003). Al adop-
tar el caso de un consumo cero como contrafactual, estos 
costes se incluyen de forma automática en la estimación 
de los costes sociales. De ahí surge la crítica a este enfo-
que. Por tanto, deben considerarse como inevitables y no 
incluidos en el cálculo de los costes sociales (Single et al., 
2003). A pesar de estas críticas, no hay otra alternativa en 
la actualidad que permita calcular estos costes inevitables 
con precisión (Collins et al., 2002). El enfoque adoptado 
para este artículo depende del caso de un consumo cero 
como contrafactual.

La matriz del coste de referencia adoptado es compa-
rable a los anteriores (Gonçalves et al., 2015; Rivera et al., 
2017), que representaron dos de los estudios más recientes 
en países europeos, coherentes con los textos clásicos en 
cuanto a la definición del coste social y la categorización de 
los ítems (Kopp, 2001; Single et al., 2003). Porque faltaban 
algunos datos de los ítems de la matriz del coste, solo pu-
dimos estimar un subconjunto de las categorías incluidas 
en la matriz de referencia. Es más, no estimamos los costes 
intangibles debido a las limitaciones inherentes a las meto-
dologías disponibles. No pudimos incluir en los costes es-
pecíficos los costes de prevención de las administraciones 
locales y los costes de inclusión social pagados por el De-
partamento de Trabajo. De forma similar, basamos algunas 
de las estimaciones en medias y extrapolaciones, como es 
el caso de las visitas a urgencias, el salario promedio para 
ambos sexos y los procedimientos judiciales.

Utilizamos datos públicos y privados –principalmen-
te de organizaciones sin ánimo de lucro– para calcular 
las estimaciones. Hay dos motivos principales por decidir 
utilizar ambos tipos de fuentes. Primero, nos permitió be-
neficiarnos de la amplia red de contactos que tienen los 
autores en el sistema institucional catalán que proporcio-
na distintos tipos de servicios relacionados con el consumo 
de sustancias ilegales. Esto incluye, entre otros, los costes 
de las drogas utilizadas para tratamientos de adicción, los 
programas de investigación científica y los programas de 
apoyo (como el teléfono de información sobre drogode-
pendencias) para personas con adicción. Segundo, pre-
sentar datos de entidades que no suelen incluirse en los 
cálculos oficiales del coste social del uso de drogas ilegales 
permitió a estas entidades emerger como red de proveedo-
res de servicios. De todas formas, este estudio es fácilmente 
replicable, por lo que es sencillo calcular nuevamente las 
estimaciones, lo que permite hacer un seguimiento ade-
cuado del impacto de los planes nacionales. A la vez, ha 
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sido de gran valor establecer relaciones con otros depar-
tamentos gubernamentales y aumentar la concienciación 
sobre el problema de adicción a las drogas, un problema 
de salud pública donde la «salud en todas las políticas» es 
completamente relevante.

Ya han pasado 8 años desde 2011, cuando recopilamos 
estos costes relacionados con las drogas. Es destacable que 
en 2012, el presupuesto para prevención sufrió un recor-
te dramático de aproximadamente 1 millón de € debido 
a la severa crisis económica, y dicha cifra quedó igualada 
en el 2014 y mantenida sin cambios desde entonces. Una 
breve revisión de los cambios acontecidos entre el 2011 y 
los datos disponibles más recientes para la mayoría de los 
indicadores nos dicen que, a pesar de la ligera fluctuación 
en los datos, los costes relacionados con las drogas pueden 
no haber aumentado de forma significativa, con la excep-
ción de los costes para tratamientos farmacológicos. La lle-
gada de nuevos antirretrovirales de acción directa en 2015 
ha resultado en un aumento significativo del número de 
personas que se inyectan drogas (PID) en tratamiento por 
hepatitis C. Dado que el tratamiento tiene un coste medio 
de 6.500€ por persona y que al menos el 50% de las PID 
han estado en tratamiento (7482 personas en 2017), el au-
mento suma a aproximadamente 24.316.500€ (7,7% de los 
costes relacionados con las drogas en 2011).

En la actualidad coexisten en Europa varios tipos de 
governanza en el ámbito de las addicciones. Algunos paí-
ses introducen estrategias innovadoras para disminuir los 
efectos negativos; otros aún dependen de enfoques más 
tradicionales (Anderson et al., 2017). Independientemen-
te del enfoque de la administración pública, cuantificar la 
prevalencia del uso y la carga asociada a la enfermedad y 
mortalidad a nivel de país, junto con un análisis de los cos-
tes económicos directos e indirectos de las drogas ilegales 
para la sociedad, es clave y debe informar la planificación 
de políticas y la evaluación de la provisión de servicios (De-
genhardt et al., 2012).
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